30  de abril del 2010
PAA-SV-J-340-2010
Máster
Dinia Fonseca Oconor
Vicerrectoría Desarrollo
Estimada señora:

En atención al oficio V.DES.-0759-2010, donde hace efectiva y aprueba mi renuncia al cargo de Profesional Ejecutivo en Servicios Generales, categoría 34, Clave de clase 50341, con pago de la cesantía acumulada; puesto que vengo ejerciendo en forma interina desde el año 2006 como Jefe de Vigilancia y Seguridad de la Universidad Nacional.

Conforme a lo solicitado en su oficio, le informo lo siguiente:
1. Asuntos pendientes:

a) En primera instancia, durante mi gestión no fue posible resolver el tema de la coadministración sindical del servicio de vigilancia institucional; básicamente, por la intervención en asuntos técnicos, de organización del servicio y en la aplicación de la disciplina laboral,  de la Seccional del Sindicato SITUN, que por la costumbre y práctica institucionalizada, tiene poder de veto en contra de la jefatura de la Sección, y ejerce además, un liderazgo negativo que perjudica no solo la prestación eficaz y eficiente del servicio de vigilancia y seguridad, sino también,  en  especial,  a los integrantes del cuerpo de vigilancia, al impedir la modernización y  profesionalización del servicio. Esta tarea es una asignatura pendiente, pero no de la Jefatura de la Sección, sino de la Universidad Nacional, pues mientras ésta situación prevalezca, ninguna jefatura que asuma – por capacitada e idónea que sea - podrá cumplir  el cometido de brindar un servicio de seguridad y vigilancia de calidad a la Comunidad Universitaria. 
b) Expedientes disciplinarios de investigación, seguidos a los funcionarios Alexis Montero Montero (ausencias injustificadas);  Juan José Parra Vargas (ausencias injustificadas) y  Marlon Sánchez Salazar (Abandono de funciones); estos casos ya fueron tramitados ante el Órgano Instructor del Programa de Recursos Humanos y se encuentran en proceso de investigación, según dispone el Reglamento regulador de los procedimientos disciplinarios en la UNA. 

c) Conflicto generado por el oficial Miguel Gutiérrez Villafuerte, en la Sub Sede Universitaria Chorotega; realicé una investigación detallada y para evitar un conflicto de mayores proporciones, se debe trasladar de inmediato al oficial Gutiérrez Villafuerte a la Sede Central (Heredia) mientras se concluye una investigación y el respectivo procedimiento disciplinario. La investigación disciplinaria corresponde iniciarla al Decano de la Sede, pues el funcionario Villafuerte está asignado a su cargo; el traslado debe ser ordenado por la Vicerrectoría en conjunto con el Decano; no omito manifestar que estas medidas son urgentes.

d) Denuncia de la Defensora de los Estudiantes contra el oficial Luis Santana Salamanca por agresión contra el estudiante Elis Hernández Rivas. Está en investigación preliminar. El expediente queda en la Secretaría de la Sección, no obstante quien asuma la jefatura debe completar la indagación del asunto antes de tomar una decisión definitiva.

e) Está pendiente informar a los oficiales de seguridad y a la comunidad universitaria, acerca de las razones que tuvo la Universidad para contratar los servicios de la empresa  consultora Van der Leer, que evaluó los servicios de vigilancia. Lo anterior por cuanto la presencia de dicha empresa y los comentarios que se han originado extraoficialmente, respecto a los productos de esa consultoría, genera una gran preocupación e inseguridad entre los oficiales de seguridad, e incluso dentro de miembros de la comunidad universitaria. 

f) Implementación de un plan especial de vigilancia para el Campus Benjamín Núñez: para atender la problemática de este Campus se coordinó con una comisión especial, con los Directores administrativos de las Escuelas ubicadas en ese espacio y en la cual participó el Sr. Decano (Dr. Jorge Quirós), con quienes se acordó un plan especial de seguridad, que esta Jefatura puso en práctica, el que fue vetado por el Sindicato y finalmente, se me ordenó desmontarlo; no obstante ello, a la fecha atender este problema especial de seguridad, es una prioridad del servicio, que debe ser atendida o de lo contrario podrían lamentarse consecuencias no deseadas.

g)  Implementación del sistema de comunicación y de la vigilancia electrónica: Durante mi gestión se realizaron esfuerzos para mejorar el sistema de comunicación interna y por avanzar hacia una vigilancia tecnológica. Respecto al primer punto, los nuevos servicios de comunicación, sirven no solo para garantizar un servicio oportuno y eficiente de seguridad, incluso para la protección de los mismos oficiales, sino también, para ejercer el monitoreo por parte de la jefatura y de los supervisores  de turno, acerca del cumplimiento de las funciones de cada oficial en el puesto asignado. Dada esta última característica el Sindicato SITUN ha vetado la nueva tecnología, bajo el pretexto de que no funciona bien, etc., no obstante el problema existente es una especie de boicot que se hace al uso de esta tecnología para  evitar el monitoreo de los oficiales en cada puesto. Lo anterior no solo hace que el equipo se subutilice, sino que, con tales prácticas se pone en riesgo la seguridad de los mismos oficiales, que al no hacer uso adecuado de los servicios de comunicación, pueden quedar incomunicado o aislado en un momento en que requiere el apoyo de los supervisores o compañeros. Respecto al segundo punto, la Universidad realizó un esfuerzo en la compra de cámaras de vigilancia electrónica, las cuales se están deteriorando en una bodega, pues no ha sido posible que se construya la infraestructura necesaria para su instalación. Ambos temas es necesario prestarles atención, para evitar que un equipo de alto costo, cuyo funcionamiento urge en el servicio, se deteriore o se vuelva disfuncional, por el simple hecho de que el Sindicato no acepta su introducción evitando la supervisión de los oficiales; o porque la sección a cargo de construir la infraestructura necesaria para instalar las cámaras, no priorice esa actividad, en su plan anual.
h) Respecto a los permisos de portación de armas: Se requiere darle un seguimiento permanente y mantener actualizadas las fechas de vencimiento de cada licencia; igualmente es necesario establecer un mecanismo ágil para la contratación de los servicios de psicología, de modo que el proceso de renovación no se atrase por falta de este profesional.

i) Respecto al cumplimiento de las horas convenio, en la jornada de los oficiales de seguridad: Como es de conocimiento de la Administración superior por dictámenes de Contraloría Universitaria y de la Asesoría Jurídica, existe un incumplimiento histórico en el número de horas mensuales efectivamente laboradas por cada oficial. Este tema fue además corroborado por la consultoría Van der Lert, pero cuando esta jefatura con apoyo del entonces Director del Programa de Abastecimiento y apoyo quiso hacer la corrección en el rol, recibió nuevamente el veto del Sindicato y lo mismo ocurrió, ahora que el nuevo Director del Programa de Recursos Humanos intentó hacer lo mismo. Este es un asunto de legalidad, donde están además implicados fondos públicos, por lo que debe buscarse una solución y no simplemente dejar pasar las cosas. Ahora bien, el problema aquí es que no se ha propuesto hasta la fecha, una fórmula adecuada de solución para ambas partes; en mi criterio los funcionarios tienen derechos adquiridos en un contrato realidad, que rige desde hace más de veinte años como práctica institucional, donde ellos por el salario del sobresueldo, laboran un número de horas determinado por el contrato realidad y no el indicado formalmente en el rol del convenio. Dejo por tanto la recomendación de que se proceda a renegociar los términos del convenio, respetando el contrato realidad en cuanto a salario y tiempo efectivo de servicio, de modo que lo que se adecue, sea la norma o articulado del convenio (ajustándolo al  contrato realidad) y no a la inversa, pues ello afectaría derechos adquiridos de los servidores y genera un clima laboral inmanejable.
j) El pago pendiente de diferencias en el cálculo del valor  de las horas extra (tiempo extraordinario): Este tema también debe arreglarse, por cuanto existe incertidumbre e inquietud entre los oficiales, ante la expectativa de que se corrija la forma del cálculo del tiempo extraordinario, que históricamente se realiza mal por parte de recursos humanos dado que no se toma en cuenta para su cálculo el salario devengado mensualmente por los oficiales como “sobresueldo”. La deuda acumulada es millonaria y su pago genera expectativas importantes en el grupo. Por otra parte, este tipo de procedimiento, de complementar el pago después del sobresueldo con horas extra, es también ilegal y debe renegociarse: al respecto recomiendo que prevalezca un solo sistema (el del sobre sueldo) para lo cual se les puede calcular a los oficiales un plus adicional fijo y permanente que sustituya el pago de horas extra (especie de disponibilidad); pero la vigencia de dos sistemas (por una parte el sobresueldo y por otra el pago de horas extra) es legal y administrativamente inviable.
k) Informe sobre un robo en la Proveeduría: Mientras realizábamos investigaciones de rutina, detectamos un robo o hurto en la Proveeduría el cual no nos fue reportado, sino hasta el día de  ayer. Dado que se trata de un asunto grave fui preparando un informe técnico el cual está ya listo, pero adicionalmente, los funcionarios responsables en Proveeduría ya informaron de la situación, por lo que procede solicitarle a la Asesoría Jurídica que realice o gestione la denuncia penal correspondiente y al jefe de Proveeduría que inicie el procedimiento de investigación interno que corresponde. Remito adjunto el informe elaborado por esta Jefatura.
2. Traslado de Activos.

Se adjunta el documento oficial correspondiente.

3. Liquidación de caja chica.
Se adjunta la liquidación correspondiente.

4. Estado de los informes solicitados por la Contraloría Universitaria.

Existe una prevención general de contraloría referida a los temas de cumplimiento de horas convenio por cada oficial y por la asignación de horas extra; como se indicó en los puntos H e I, anteriores, la implementación de correctivos definitivos en esta materia, no depende de la Jefatura de Vigilancia, sino de un acuerdo Universidad – sindicato. En todo caso, los intentos que realicé por normalizar esta situación, fueron vetados por el Sindicato y por orden superior quedaron suspendidos.

Respecto a los requerimientos de contraloría (oficios números C- 166-2005 y C- 490-2005) relacionados con el diseño de procedimientos de control interno, los mismos tienen un grado de avance del 80%, principalmente se completaron los inventarios, se creó un sistema de programación de vacaciones y horas extra, así como el control de incapacidades. Queda pendiente la verificación del funcionamiento de los nuevos procedimientos, lo cual debe evaluarse a mediados del presente año y nuevamente en diciembre de este año.
Sobre el informe de Contraloría número C-072-2010; en lo relativo a este punto, debo informar que lo solicitado por Contraloría se ejecuta en forma ordinaria por los oficiales de turno en el puesto de transportes y personalmente he corroborado que el procedimiento se ajuste a lo solicitado por el ente Contralor. Hace falta revisar el funcionamiento del procedimiento durante los meses de abril y mayo, para informar el cumplimiento definitivo a la Contralora en el mes de junio próximo, según lo que yo tengo programado.
5. Documentos de pase y salvo.

Se adjuntan los oficios correspondientes.
Agradeciendo la atención recibida, me suscribo, 

Cordialmente, 
Máster Julio C. Fernández Barboza, MBA
Jefe Seguridad y Vigilancia 
CC: Dr. Olman Segura Bonilla, Rector

       MSc. Gilbert Mora Ramírez, Director Recursos Humanos
       MSc. Dinia Fonseca Oconor, Directora a.i PAA

       Archivo

1

